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RESUMEN

El control de las políticas públicas busca comprobar si las condiciones reales de su 
materialización están contestes con los criterios establecidos. En el artículo se analiza 
el control fiscal externo relacionado con la complementariedad que le brinda el control 
ciudadano en la vigilancia de las políticas públicas. Para ello, se realizó una investi-
gación de tipo documental con diseño bibliográfico. Las conclusiones versan sobre la 
importancia de la complementariedad como medio para asegurar la correcta ejecución 
de las políticas públicas, consolidar la transparencia de la gestión pública y garantizar 
la observancia de los Derechos Humanos. 
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ABSTRACT

The control of public policies seeks to verify if the real conditions of their 
materialization are in accordance with the established criteria. The article analyzes the 
external fiscal control related to the complementarity that citizen control provides in 
the surveillance of public policies. For this, a documentary research with bibliographic 
design was carried out. The conclusions deal with the importance of complementarity 
as a means to ensure the correct execution of public policies, consolidate the 
transparency of public management and guarantee the compliance with Human Rights.

1	 Artículo elaborado en el espacio del Doctorado en Ciencias para el Desarrollo Estratégico, Universidad 
Bolivariana de Venezuela (UBV), Venezuela. 
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INTRODUCCIÓN 

Entre los elementos constitutivos del 
control público se encuentra el control fiscal 
externo, el cual implica un método organizado 
para la supervisión del cumplimiento de la le-
galidad, la exactitud, la eficiencia, la eficacia, 
la economía y la sinceridad de las operaciones 
relativas a los ingresos, gastos y bienes de la 
administración pública (Canónico, 2012). De 
tal manera que, el control fiscal externo abar-
ca la vigilancia, la inspección y la fiscaliza-
ción de la gestión pública por parte de órganos 
competentes sobre las entidades sometidas a 
su control. Por ello, los Órganos de Control 
Fiscal Externo no forman parte de la admi-
nistración activa, ni están subordinados a ella 
(Otero, 2011). 

En efecto, los Órganos de Control Fiscal 
Externo, conocidos internacionalmente como 
Entidades Fiscalizadoras Superiores (EFS), tal 
como lo señala la Comisión Técnica de Parti-
cipación Ciudadana (CTPC), tienen la función 
de vigilar la adecuada administración y uso 
de los recursos, impactando directamente en 
la materialización de las políticas públicas, las 
cuales están directamente relacionadas con 
el cumplimiento de los derechos económicos, 
sociales y culturales de las personas, y en el 
incremento de los niveles de inclusión social 
(CTPC, 2012).

Se debe resaltar que, en virtud de la 
propensión mundial de favorecer una mayor 
intervención de los ciudadanos y las ciudada-
nas en las cuestiones públicas, las Entidades 
Fiscalizadoras Superiores (EFS), desde finales 
de la década de 1990, plantearon significativas 
propuestas para fomentar la participación ciu-
dadana como un instrumento para optimizar el 
control externo (CTPC, 2012).

En función de lo planteado, y en el 
marco de la asignatura “Seminario II” del  
Doctorado en  Ciencias para el Desarrollo 
Estratégico de la  Universidad  Bolivariana 
de Venezuela, se  concibe  este  artículo, con 
el propósito de hacer un estudio teórico que 

permita explicar el control fiscal externo desde 
la óptica de la complementariedad del control 
ciudadano, como medio para asegurar la co-
rrecta ejecución de las políticas públicas, con-
solidar la transparencia de la gestión pública 
y garantizar el cumplimiento de los Derechos 
Humanos. El método empleado es el análi-
sis hermenéutico como teoría y práctica de 
la interpretación, que advierte Toledo (1997) 
“busca traspasar la barrera exterior sensible 
de acceder a su interioridad, esto es: a su sig-
nificado” (p. 205). Por ello, la investigación 
se sustenta en la interpretación intencional y 
contextual para alcanzar la comprensión de los 
textos consultados. 

En tal sentido, la investigación es de 
tipo documental con diseño bibliográfico. La 
línea de análisis es el control fiscal apoyado 
en el principio de la complementariedad, como 
postulado de naturaleza epistemológica, para 
el abordaje del control de las políticas públicas. 
Bajo el entendido de que ciertas características 
de los fenómenos no pueden observarse al 
mismo tiempo, pero pueden complementarse 
(Bohr, 1958, citado en Blanco y Pirela, 2016). 
También, comprendiendo la necesidad de tra-
bajar con enfoques complementarios, en virtud 
de que “ambas imágenes son primordiales 
para una explicación completa de la misma 
realidad” (Strathern, 1999, citado en Blanco y 
Pirela, 2016, p.99).

Los resultados se muestran en dos mo-
mentos: en el primero, se aborda el control 
fiscal externo resaltando su fundamentación 
teórica, su concepción desde las perspecti-
vas técnica e integral, y su actuación fren-
te a las políticas públicas; en el segundo, se 
desarrolla la complementariedad del control 
ciudadano en las políticas públicas, para pos-
teriormente contextualizarla en el ámbito 
del control fiscal externo, haciendo énfasis 
en la posibilidad de su complementariedad. 
Las conclusiones permitieron preponderar de 
vital importancia que la labor de control fis-
cal externo, en su complejidad y uso de sus 
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diferentes procedimientos y técnicas para vigi-
lar las operaciones de la administración públi-
ca, se complemente con el control ciudadano 
en ejercicio de su responsabilidad social, como 
medio para asegurar la correcta ejecución de 
las políticas públicas, consolidar la transparen-
cia de la gestión pública y garantizar la obser-
vancia de los Derechos Humanos.

FUNDAMENTACIÓN TEÓRICA DEL CONTROL 
FISCAL EXTERNO

El control se constituye desde y para el 
Estado, como función propia de este (Ivanega, 
enero de 2005). La doctrina de Derecho Pú-
bico establece que uno de los paradigmas del 
Estado democrático lo constituye el concepto 
del control, donde la norma jurídica impone el 
límite del poder. De modo que el control es el 
medio efectivo para limitar el poder e implica 
todas las formas e instrumentos, que, a partir 
del texto constitucional y su desarrollo nor-
mativo, permiten al sistema político y jurídico 
vigilar la actuación de los poderes públicos, 
a través de los órganos de la Administración 
Pública a los cuales ha sido encomendado (An-
túnez et al., 2017).

Según su naturaleza jurídica, el control 
es un sistema de comprobación y rectificación 
de la legalidad para evaluar el principio de 
juridicidad, estando vinculado directamente al 
concepto de Estado de Derecho y a la demo-
cracia como forma política de gobierno. Resal-
tando que, el ejercicio del control requiere una 
serie de garantías que concede el modelo de-
mocrático, a saber: independencia, objetividad 
y respeto (Antúnez et al., 2017).  

El control es un mecanismo que impide 
el abuso en el ejercicio de los poderes públicos, 
por lo que se instituye en un amparo para los 
administrados. De ahí que, el control está pre-
visto en el ordenamiento jurídico para evitar 
que los órganos de la administración pública, 
al ejercer sus facultades afecten el patrimonio 
del Fisco, en detrimento del interés general y 
el bien común (Antúnez et al., 2017).  

Desde la perspectiva del control, el De-
recho se estima como un instrumento y una 
técnica. Como instrumento otorga legalidad 
a las conductas obligatoriamente prescritas, 

imponiendo límites de actuación a los sujetos 
obligados, quienes son objeto del control; y 
como técnica, determina los procesos, métodos 
y formas que enmarcan la actuación de los su-
jetos controlados (Márquez Gómez, citado en 
Antúnez et al., 2017).   

Dentro de este marco, se entiende que 
el control es una función inherente al Estado, 
concebida para vigilar que las actuaciones de 
los poderes públicos se ajusten a lo previsto en 
el ordenamiento jurídico, en beneficio del inte-
rés general para alcanzar los fines del Estado. 
Al ser la función de control una característica 
de los Estados con forma de gobierno demo-
crático, la cual ejercen Órganos de la Adminis-
tración Pública dotados de independencia para 
garantizar la objetividad de sus actuaciones, y 
el respecto de sus resultados.

El control fiscal nació como método de 
administración de los fondos públicos duran-
te el siglo XX, pero con el surgimiento de la 
teoría keynesiana comenzó a obtener conno-
taciones científicas (Musgrave, 1988, citado 
en Moya, 2019). De esta manera, los procesos 
de control sobre la ejecución del gasto público 
han sido admitidos como elementos sistémi-
cos en las teorías filosóficas concernientes a 
la constitución fundamental de los Estados 
(Habermas y Jiménez, 1998, citado en Moya, 
2019). De ahí que, dichos procesos han alcan-
zado identificación dentro de las construccio-
nes teóricas generales del control, asociadas 
con el control jurídico y con el control políti-
co-económico (Moya, 2019).  

En lo esencial, la disertación técnica del 
control fiscal se dirigió a establecer científi-
camente las características generales que un 
sistema debe alcanzar, frente a su eficiencia e 
implementación en el modelo de Estado de-
mocrático. En este contexto, la concepción del 
control fiscal fue objeto de profundas repercu-
siones debido a que la teoría de los juegos de 
Nash dio al movimiento estructural funciona-
lista su máxima enunciación en la disciplina 
económica. Es por ello, que el significado del 
control fiscal adquirió nuevas características 
como sistema, fundamentalmente, direccio-
nándolo hacia los indicadores esenciales. Por 
consiguiente, emergió la tendencia de concebir 
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el control fiscal como un asunto estrictamente 
económico (Moya, 2019). Sin embargo, nunca 
ha conseguido despojarse de los efectos de su 
eficacia sobre la convivencia pacífica (Valieva 
et al., 2016, citados en Moya, 2019). 

	 Ahora bien, la tendencia estructural 
extremó el funcionalismo del control fiscal, 
dirigiéndolo hacia modelos excesivamente tec-
nificados, de tal forma que se consideraba que 
cualquier medio era razonable si lo llevaba a 
la eficiencia absoluta. No obstante, ante esa 
opción surgió como objeción el control fiscal 
mito (Allen, 2011, citado en Moya, 2019). Este 
control conllevó a una significativa reflexión, 
según la cual: “todo tipo de control fiscal, 
por eficientista, o democrático y robusto que 
pueda ser concebido, siempre va a depender 
de la confianza que deposita la sociedad en los 
ejecutores del gasto” (Grüner, 2017, citado en 
Moya, 2019, p. 59). Al respecto, las posturas de 
Haranguş y Dudă-Dăianu (2013) confirmadas 
por Cilibiu (2016), concluyen que el control 
fiscal, inclusive en sus expresiones técnicas, no 
se restringe a un asunto de Estado sino de la 
sociedad (Moya, 2019).

	 Es innegable el sentido de compleji-
dad del control fiscal, debido a que su accionar 
requiere la interrelación de tópicos adminis-
trativos, técnicos, económicos y jurídicos (Da-
voodi y Zou, 1998, citado en Moya, 2019). Sin 
embargo, la complejidad del control fiscal se 
justifica en la complejidad social (Barrios, 
2011, citado en Moya, 2019).

	 De la disertación de los precedentes 
autores, se colige que el control fiscal implica 
dos realidades. Por una parte, la esencia com-
pleja de su ejecución, que incluye aspectos 
económicos, jurídicos y técnicos. Y por otra, 
su carácter social. 

El control fiscal bajo una concepción 
eminentemente técnica, se define como un 
conjunto de acciones constituidas por diver-
sos sistemas y procedimientos, ejercidos por 
instituciones competentes, para alcanzar el 
cumplimiento y la rectificación de la admi-
nistración del patrimonio público (Eckstein, 
2014), el cual persigue asegurar que todas las 
actividades efectuadas por la Administración 
Pública, se realicen en acatamiento de la Ley 

(Mondragón, 2016), estando a cargo de vigilar 
la legitimidad, la exactitud, la sinceridad, la 
economía, la eficiencia y la eficacia de la ad-
ministración de los ingresos, los gastos y los 
bienes públicos (Canónico, 2012). En contraste, 
el control fiscal entendido bajo una concepción 
integral se entiende como una competencia pú-
blica que procura proteger el patrimonio Esta-
tal, constituyendo un conducto para garantizar 
la integridad de la administración pública, así 
como para promover “una ejecución de lo pú-
blico para lo público, una que concrete el bien 
común y salvaguarde los bienes básicos que 
prioriza una sociedad” (Arboleda et al., 2021, 
p. 235). 

De acuerdo a lo anterior, se puede afir-
mar que la concepción integral del control 
fiscal incluye sus dos realidades, esto es: la 
esencia compleja de su ejecución y su carác-
ter social. 

Visto de esta forma y bajo la premisa de 
que no es posible garantizar los Derechos Hu-
manos sin control fiscal, se propone la “huma-
nización en la concepción del control fiscal” 
(Moya, 2019, p. 61). Sobre este particular, la 
doctrina reciente concibe que el control fiscal 
rebasa los límites de la economía, en tanto 
que favorece considerablemente los fines fun-
damentales del Estado (Gómez, 2006, citado 
en Moya, 2019). Pues, aunque la eficiencia 
del control fiscal es un criterio categórico de 
su condición esencial (Galves, 2007, citado en 
Moya, 2019), los sistemas y los principios del 
control fiscal se completan en una interrela-
ción cualitativa (Restrepo, 2015; Moya, 2019). 

	 Un modelo teórico semióticamente 
deducido, que asocie los Derechos Humanos 
al control fiscal no extingue la justicia en una 
sucesión estrictamente retórica y abstracta, a 
pesar de la apariencia eminentemente técnica 
que ostenta el control fiscal. Pues, en su iden-
tificación con la justicia emerge una concep-
ción más humanista y menos técnica que se 
ha denominado justicia fiscal (Moya, 2019). 
Esta justicia está dirigida a la práctica de los 
Derechos Humanos (Hierro, 2016, citado en 
Moya, 2019), debido a que tales derechos son 
inaplicables sin control fiscal, siendo este “en 
sí mismo un derecho fundamental” del que son 
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partícipes tanto el Estado como la sociedad 
(Moya, 2019, p. 64). Por consiguiente, otorgar 
un significado integral al control fiscal abarca 
su plenitud, eficacia y la humanización del 
sistema en que se fundamenta la integración 
social (Luhmann, 2013, citado en Moya, 2019).

En atención a las precedentes conside-
raciones y asumiendo la concepción integral 
del control fiscal, se hace innegable su carácter 
humanista, pues en la complejidad de su ac-
cionar conjuga cualitativamente sus sistemas y 
principios para garantizar los fines del Estado, 
los cuales son inherente al bien común y, por 
consiguiente, al cumplimiento de los Derechos 
Humanos. 

	 La función de control fiscal se susten-
ta en el Estado de Derecho y persigue lograr 
que la administración pública con observancia 
de la Ley, satisfaga los intereses y las deman-
das de la comunidad. Por ello, si el control fis-
cal no es efectivo, independiente, transparente 
y oportuno, es decir, sino responde a los inte-
reses de la sociedad, sería simple formalismo. 
Por consiguiente, el control fiscal externo tiene 
un sentido teleológico propugnado en los fines 
del Estado (Ivanega, enero de 2005). 

	 En virtud de lo planteado, se ratifica 
el carácter social del control fiscal, pues en su 
accionar busca asegurar que las políticas pú-
blicas cumplan con su cometido, propugnando 
así el cumplimiento de los Derechos Humanos. 
Por ello, un real control fiscal amerita que los 
órganos que lo ejercen estén dotados de inde-
pendencia y sus actuaciones sean oportunas, 
efectivas y transparentes.

Ahora bien, las Entidades Fiscalizado-
ras Superiores (EFS) son los organismos pú-
blicos, que conteste a la ley, ejecutan la más 
importante función de auditoría pública de 
un Estado (Bayona, 2019). De acuerdo con 
las Normas Internacionales de las Entidades 
Fiscalizadoras Superiores (ISSAI 100) “Prin-
cipios Fundamentales de Auditoría del Sector 
Público”, la auditoría del sector público es de-
finida como “como un proceso sistemático en 
el que de manera objetiva se obtiene y se eva-
lúa la evidencia para determinar si la informa-
ción o las condiciones reales están de acuerdo 
con los criterios establecidos” (Organización 

Internacional de Entidades Fiscalizadoras Su-
periores, 2019a, p. 10). En efecto, la auditoría 
del sector público suministra informes y exá-
menes imparciales e independientes inherentes 
a la gestión y ejercicio de las políticas, progra-
mas y operaciones de la administración públi-
ca (Organización Internacional de Entidades 
Fiscalizadoras Superiores, 2019a y 2019b).

Los actores involucrados en las audito-
rías del sector público son: el auditor, el res-
ponsable y los usuarios previstos. El auditor 
está constituido por la Entidad Fiscalizadora 
Superior (EFS) y los funcionarios acreditados 
para efectuar las auditorías; el responsable es 
el individuo u organismo que legalmente es ga-
rante de la información o de la administración 
correspondiente o de la aplicación de las reco-
mendaciones; los usuarios previstos son los des-
tinatarios o receptores del informe de auditoría, 
entre los cuales se puede incluir al público en 
general (Organización Internacional de Entida-
des Fiscalizadoras Superiores, 2019a).

Cabe resaltar que, la auditoría del sector 
público se cimienta sobre los principios de 
la ética e independencia; juicio profesional, 
diligencia debida y escepticismo; control de 
calidad; gestión y habilidades del equipo de 
auditoría; riesgo de auditoría, materialidad; 
documentación y comunicación (Organización 
Internacional de Entidades Fiscalizadoras Su-
periores, 2019a). 

Los principios de la ética e independen-
cia precisan que la conducta profesional de los 
auditores se ajuste a los preceptos éticos y a 
sus actuaciones independientes para garanti-
zar la imparcialidad de sus informes; el juicio 
profesional, diligencia debida y escepticismo 
ameritan que en los procesos de auditoría se 
aplique el conocimiento, las habilidades y las 
experiencias del auditor, quien las debe planear 
y dirigir de forma acuciosa, conservando la 
distancia profesional y una actitud vigilante 
y de cuestionamiento al valorar la suficiencia 
e idoneidad de la prueba obtenida; la direc-
ción, revisión y supervisión de los procesos 
de auditoría, así como la toma de decisio-
nes deben enmarcarse en políticas y procedi-
mientos de control de calidad (Organización 
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Internacional de Entidades Fiscalizadoras Su-
periores, 2019a).

La gestión y las habilidades del equipo 
de auditoría implican que los auditores deben 
poseer las competencias profesionales, los co-
nocimientos, las habilidades y la experiencia 
necesaria para alcanzar el objeto de la audi-
toría. De ahí que, deben conocer las normas 
y la legislación aplicable, así como las opera-
ciones de la entidad a auditar (Organización 
Internacional de Entidades Fiscalizadoras 
Superiores, 2019a).

El riesgo de auditoría está referido a los 
procedimientos que el auditor debe efectuar 
para reducir el riesgo de llegar a conclusiones 
incorrectas; la materialidad concierne al jui-
cio profesional y estriba en la interpretación 
del auditor, quien juzga un asunto significa-
tivo cuando existe la posibilidad de que el 
conocimiento del mismo incida en las deci-
siones de los usuarios previstos, en el interés 
público, en las exigencias normativas y en los 
efectos para la sociedad; la documentación 
consiste en el registro detallado de todos los 
procedimientos de la auditoría, incluyendo la 
estrategia, el plan, la ejecución, la evidencia 
obtenida, las conclusiones y las recomenda-
ciones; la comunicación es fundamental para 
el desarrollo de una auditoría constructiva, 
por ello, es necesario mantener informada a 
la entidad auditada respecto a la obtención de 
información relevante y de las observaciones 
y resultados de manera oportuna (Organiza-
ción Internacional de Entidades Fiscalizado-
ras Superiores, 2019a).

Con base en lo establecido en las Nor-
mas Internacionales de las Entidades Fiscali-
zadoras Superiores (ISSAI 100) “Principios 
Fundamentales de Auditoría del Sector Públi-
co”, se comprende que la auditoría del sector 
público es un proceso sistemático, objetivo e 
independiente, el cual permite determinar si 
las condiciones reales del objeto auditado cum-
plen con los criterios establecidos. El objeto de 
la auditoría puede ser una política, programa u 
operación de la administración pública. Dentro 
de este marco, la auditoría del sector público 
está regida por siete principios, a saber: 1) 
ética e independencia; 2) juicio profesional, 

diligencia debida y escepticismo; 3) control de 
calidad; 4) gestión y habilidades del equipo de 
auditoría; 5) riesgo de auditoría, materialidad; 
6) documentación; y 7) comunicación. Tales 
principios evidencian una postura centrada en 
la concepción técnica de control fiscal funda-
mentada en la complejidad de su accionar. De 
ahí que, la ciudadanía en general o “usuarios 
previstos” constituye pasivos receptores del 
resultado de la auditoría.

Ahora bien, para la Organización Inter-
nacional de Entidades Fiscalizadoras Superio-
res, reconocida por sus siglas en inglés como 
INTOSAI, la actuación del control fiscal ex-
terno frente a las políticas públicas implica un 
análisis rigurosamente sistemático de sus obje-
tivos, ejecución, productos, resultados e impac-
to socioeconómico, midiendo su rendimiento 
para valorar su pertinencia (Organización In-
ternacional de Entidades Fiscalizadoras Supe-
riores, 2016). En tal sentido, para la INTOSAI 
el control fiscal efectuado por las Entidades 
Fiscalizadoras Superiores (EFS) promueve la 
eficiencia, la eficacia, la rendición de cuentas y 
la transparencia de la administración pública, 
produciendo un “impacto positivo en la con-
fianza de la sociedad”, al hacer públicos los 
resultados de la fiscalización (INTOSAI, 2019, 
p. 5). Desde esa perspectiva, la actuación de 
control fiscal externo de las políticas públicas 
como proceso sistemático incluye el impacto 
socioeconómico de la política objeto de la au-
ditoría. Sin embargo, los ciudadanos se ubican 
solo como receptores de los resultados de las 
actuaciones, los cuales son reflejados en los 
informes de auditoría.

COMPLEMENTARIEDAD DEL CONTROL 
FISCAL Y CIUDADANO EN LAS POLÍTICAS 
PÚBLICAS

Las políticas públicas se conciben como 
“un conjunto de decisiones y acciones realiza-
das por una autoridad pública o gobierno que 
están dirigidas a alcanzar objetivos públicos, 
solucionar o por lo menos disminuir un pro-
blema o necesidad que se presenta como insa-
tisfactorio por la ciudadanía” (Castillo, 2017, 
p. 171). No obstante, el avance de una política 
pública requiere vigilancia y exigibilidad por 
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parte de la ciudadanía. Esa vigilancia y exigi-
bilidad puede ser activa cuando se manifiesta 
“en una movilización social visible”, o pasiva 
cuando se expresa “en una corriente de opi-
nión” (Güendel, 1999, p. 214). En este sentido, 
se comprende que las políticas públicas están 
directamente relacionadas con el cumplimien-
to de los Derechos Humanos, pues constitu-
yen el cúmulo de disposiciones y actividades 
efectuadas por la administración pública para 
dar respuesta a las exigencias de la ciudadanía, 
solventar o mermar sus carencias, y por consi-
guiente, alcanzar el bien común. 

Desde la perspectiva del ejercicio de la 
gobernabilidad, los ciudadanos y las ciudada-
nas son responsables de participar en la plani-
ficación, ejecución, control y seguimiento de 
las políticas públicas, para que estas se ajusten 
a los problemas, demandas y necesidades rea-
les de la sociedad. Al respecto, Castillo (2017), 
advierte que: “es en el ejercicio de gobernabi-
lidad donde vemos el desarrollo concreto de la 
participación ciudadana y su influencia directa 
en la consecución de políticas públicas” (Casti-
llo, 2017, p. 170).

El control ciudadano de las políticas 
públicas es un acto de responsabilidad social, 
que constituye uno de los fundamentos de la 
participación como “forma de institucionaliza-
ción de las relaciones políticas” (Prieto, 2009, 
citado en Castillo, 2017). En este contexto, 
el control ciudadano ocupa la cúspide de los 
niveles de participación propuestos por Arnis-
tein (1969), y por Hambleton y Hoggett (1994), 
enmarcándolo al poder ciudadano donde se 
produce la máxima participación y se redistri-
buye el poder (Guillen et al., 2009). Por ello, 
se estima que la participación ciudadana en el 
control de las políticas públicas tributa a la de-
mocratización y la optimización de la gestión 
pública, con lo cual se fortalece la gobernabili-
dad. Destacando que, las personas ciudadanas 
por ser las beneficiarias directas de las políti-
cas públicas pueden ejercer el control conco-
mitante, también denominado concurrente o 
paralelo, el cual se practica mientras dura el 
proceso de ejecución de las actividades, obras 
o labores públicas, para que sean efectuadas 
conforme a lo planeado.

En este sentido, la cooperación entre 
la ciudadanía y las Entidades u Órganos de 
Control Fiscal Externo forja una alianza de 
mutuo beneficio, que Lavin y Cornejo (2015, 
citado en Grupo de Trabajo Especializado en 
la Lucha contra la Corrupción Transnacional 
(GTCT), 2021), describen como: “sinergias que 
les favorecen mutuamente” (p. 36). En efecto, 
tanto INTOSAI como OLACEFS han recono-
cido que la interacción del control fiscal con la 
ciudadanía promueve el desarrollo de procesos 
participativos de fiscalización, maximiza la 
eficacia del control y contribuye con la optimi-
zación de la prestación y ejecución de los ser-
vicios y políticas públicas (CTPC, 2015, citado 
en GTCT, 2021).

De acuerdo a lo expresado por Lavin y 
Cornejo (2015), el control fiscal con control 
ciudadano favorece la detección de posibles 
desviaciones, ineficiencia o corrupción en el 
uso de recursos públicos; posibilita la obten-
ción de información apreciable para el proce-
so de auditoría; contribuye con la adecuada 
prestación de servicios públicos, y por ende, 
con el respeto de los derechos humanos (Lavin 
y Cornejo, 2015, citado en GTCP, 2021). Si-
guiendo esta misma línea, Rey (2019) consi-
dera que: “con la participación del ciudadano 
en el control fiscal se democratiza la gestión 
pública, en la búsqueda de una optimización 
de los recursos públicos y la actividad del Es-
tado, al dirigirla hacia donde el interés general 
lo requiere” (p. 221). Visto de esta forma, se 
estima que al complementar el control fiscal 
con control ciudadano se consolida la práctica 
democrática en la gestión pública, garantizan-
do el correcto uso de los recursos públicos y la 
observancia de los Derechos Humanos.

Con fundamento en lo expresado en los 
párrafos precedentes, se infiere que el control 
fiscal con control ciudadano implica un pro-
ceso de relación activo y permanente, entre 
la ciudadanía y las Entidades Fiscalizadoras, 
que optimiza las capacidades del control fiscal 
de las políticas públicas, al favorecer la trans-
parencia de la gestión pública, y por ende, la 
eficacia y la eficiencia de sus resultados. 

Ahora bien, la actividad del control fis-
cal con control ciudadano demanda el uso de 
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la lógica común y sentir como propio lo públi-
co, siendo indispensable para un proceso audi-
tor óptimo que los ciudadanos y las ciudadanas 
tengan interés en ejercer el control fiscal a una 
determinada actividad, obra o labor pública 
(Rey, 2019). También es relavante la existencia 
de mecanismos que posibiliten la participa-
ción ciudadanía en el ejercicio del control fis-
cal (Iniciativa TPA, 2013). En este sentido, se 
comprende que la generación de mecanismos 
que viabilicen el control fiscal con participa-
ción ciudadanía se complementa con el interés 
de los ciudadanos en participar. 

No obstante, el tiempo y las energías 
participativas de la ciudadanía son aspectos 
que deben apreciarse en toda práctica partici-
pativa. Por un lado, se precisa que los ciudada-
nos y las ciudadanas que participan consigan 
satisfacciones manifiestas o instrumentales 
y no sientan que han desperdiciado su tiem-
po. Por el otro, que se respeten las energías 
participativas, las cuales son limitadas (Font, 
2004). Sobre esta particular, se infiere que las 
Entidades Fiscalizadoras al complementar sus 
funciones de control fiscal con participación 
ciudadana deben procurar que los ciudadanos 
y las ciudadanas reconozcan la utilidad de su 
participación, así como también, incentivarlos 
a una continuar participando pero sin agotar 
sus energías.  

En este contexto, la accesibilidad a la 
información y la capacitación de la ciudadanía 
se erigen como aspectos esenciales para que el 
control ciudadano brinde una efectiva comple-
mentariedad al control fiscal. Sobre este parti-
cular, Parés y Resende (2009), opinan que: “la 
transparencia pública tiene que venir acompa-
ñada de un esfuerzo ampliado de los gestores 
públicos en democratizar también las infor-
maciones” (p. 67). Asimismo, Parés y Resende 
(2009), consideran que los conocimientos téc-
nicos para la eficiencia administrativa: “deben 
ser reconocidos y agregados al conocimiento 
popular” (p. 68). Mientras que, Iniciativa TPA 
(2013), advierte que: “una presencia activa en 
el campo requiere de participantes sólidamen-
te informados, se contempla la existencia de 
capacitaciones específicas sobre la tarea de 
fiscalización” (p. 38). 

En virtud de los precedentes señala-
mientos, se estima que el control fiscal con 
control ciudadano requiere procedimientos 
transparentes, que garanticen la producción 
y la difusión de documentos e información 
pública a la ciudadanía; así como también, la 
capacitación específica, viable y objetiva de las 
personas ciudadanas sobre el funcionamien-
to de la administración pública y el proceso 
auditor. 

Es importante precisar que, aunque la 
Entidad Fiscalizadora es la que dispone de la 
pericia en materia de auditoría, la participación 
ciudadana puede contribuir en la programa-
ción de auditorías, en el proceso auditor y en 
el seguimiento de las recomendaciones. En 
la programación de auditorías puede privile-
giar la planificación, al aportar información 
sobre los potenciales objetos de auditoría; en 
el proceso auditor, intervenir activamente en 
el campo, así como suministrar información 
que puede ser incorporada en el desarrollo de 
la auditoría; en el seguimiento de las recomen-
daciones resultantes del proceso auditor, ga-
rantizar su acatamiento por parte de la entidad 
auditada (Iniciativa TPA, 2013). 

En función de los precedentes argumen-
tos, se considera que el control fiscal de las po-
líticas públicas con control ciudadano implica 
la consecución de oportunidades dirigidas a 
consolidar la democracia y garantizar el res-
peto de los Derechos Humanos. Sin embargo, 
ello requiere la superación de los obstáculos 
existentes (tabla 1).
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Tabla 1 
Control Fiscal de las Políticas Públicas con Control Ciudadano

OPORTUNIDADES OBSTÁCULOS

Identificación de áreas en las que podrían detectarse 
irregularidades o desviaciones, complementando la 
programación operativa de la Entidad Fiscalizadora.

Confianza de la ciudadanía en la Entidad Fiscalizadora.

Reconocimiento e identificación de la ciudadanía con la 
Entidad Fiscalizadora.

Integración de la ciudadanía en el proceso auditor.

Cumplimiento de las recomendaciones por parte de la 
entidad auditada.

Optimización de la gestión de las políticas públicas.

Inexistencia de instancias y procedimientos que 
posibiliten la intervención activa de la ciudadanía en la 
programación, proceso y seguimiento de las auditorias.

Formulaciones o propuestas imprecisas por parte 
de los ciudadanos producto del desconocimiento o 
desinformación.
 
Falta de interés en participar.

No sentir como propio lo público.
Tiempo para participar.

Energías participativas limitadas.

Falta de accesibilidad a la información.

Falta de capacitación técnica de los ciudadanos.

Fuente: Elaboración propia, 2022.

En América Latina, destacan dos expe-
riencias de complementariedad de los contro-
les fiscal y ciudadano, a las políticas públicas. 
Tales experiencias corresponden a Colombia y 
Honduras.

En el caso de Colombia, la Contraloría 
General de la República de Colombia, durante 
los años 2002 a 2005, implementó la práctica 
de las “Auditorías Articuladas con Organiza-
ciones de la Sociedad Civil”, que Velásquez 
(2009), considera: “un mecanismo directo de 
participación de la ciudadanía en el control 
fiscal, sin precedentes en la historia de las En-
tidades Fiscalizadoras Superiores en América 
Latina” (p. 14). En efecto, las auditorias articu-
ladas incluían las contribuciones de las orga-
nizaciones civiles, legalmente constituidas, en 
el proceso auditor gubernamental, con apego a 
los principios de confidencialidad, objetividad, 
responsabilidad, reserva, estricto cumplimien-
to y calidad de los aportes de la ciudadanía 
(Velásquez, 2009). 

En el caso de Honduras, el Tribu-
nal Superior de Cuentas de la República de 
Honduras, en el año 2007, incorporó en su 
Plan Operativo Anual el proyecto piloto de 

“Vinculación de Organizaciones Sociales 
al Proceso Auditor del Tribunal Superior de 
Cuentas”, que Velásquez (2009), opina: “ha 
posicionado al Tribunal Superior de Cuentas 
de la República de Honduras como líder de las 
Entidades Fiscalizadoras Superiores-EFS, en 
América Latina” (p. 28). Este proyecto vincu-
laba la participación de la ciudadanía y de las 
organizaciones civiles al proceso auditor de la 
gestión de las políticas públicas para optimizar 
el ejercicio del control fiscal, y por ende, la 
eficacia y la eficiencia de dichas políticas (Ve-
lásquez, 2009). 

En este sentido, se entiende que, tanto la 
experiencia de las “Auditorías Articuladas con 
Organizaciones de la Sociedad Civil” en Co-
lombia como la “Vinculación de Organizacio-
nes Sociales al Proceso Auditor del Tribunal 
Superior de Cuentas” en Honduras revelan la 
complementariedad de los controles ciudadano 
y fiscal. En efecto, el control fiscal se comple-
mentó con los aportes de las personas ciuda-
danas y las organizaciones civiles, y este, a su 
vez, se complementó con la legitimidad que 
ostenta la entidad de control fiscal. La materia-
lización de dicha complementariedad implica 
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una alianza que consolida la democracia, au-
menta la confianza de la ciudadanía en el con-
trol fiscal, contribuye con la transparencia de 
la administración pública, optimiza la gestión 
de las políticas públicas, y por consiguiente, 
garantiza el respeto de los Derechos Humanos.

En función de lo planteado, el análisis 
se orienta a comprender que si es posible la 
complementariedad de los controles fiscales y 
ciudadano en las políticas públicas, pues para 
comprobar si las condiciones reales de tales 
políticas están conteste con los criterios esta-
blecidos, se hace necesaria la interacción entre 
la complejidad del control fiscal externo y la 
responsabilidad social que entraña el control 
ciudadano. Asimismo, se concuerda con la 
enunciación de control fiscal externo ofrecida 
por Córdoba (2018), quien establece que es una 
actividad pública que garantiza el respeto y 
la prevalencia de los intereses generales de la 
comunidad, garantiza la eficacia de los fines 
fundamentales del Estado a través de las con-
tralorías, donde se incorpora la participación 
activa de la ciudadana dirigida a vigilar la ges-
tión pública.   

De ahí que, ambos controles son com-
plementarios y a la vez integradores, en la vi-
gilancia de las actividades, obras o labores de 
una determinada política pública, como medio 
para consolidar la transparencia de la gestión 
pública y asegurar el cumplimiento de los De-
rechos Humanos. 

CONCLUSIONES  

El control fiscal externo se comple-
menta con el control ciudadano. Por ello, bajo 
el principio de complementariedad se abre 
un espacio de coincidencia y concordancia 
entre los Órganos de Control Fiscal Externo o 
Entidades Fiscalizadoras (EF), por una parte; 
y la participación ciudadana activa, por la 
otra. Así pues, en la aplicación del principio 
de complementariedad, se hace necesario 
afianzar el vínculo que debe existir entre 
las atribuciones y la complejidad del control 
fiscal externo, y la responsabilidad social del 
control ciudadano. Resaltando que la comple-
mentariedad de los controles fiscal externo 
y ciudadano contribuye con la eficacia y la 

eficiencia de las políticas públicas en la bús-
queda del bien común.

No obstante, la práctica del control ciu-
dadano como complementariedad del control 
fiscal requiere que los Órganos de Control Fis-
cal Externo o Entidades Fiscalizadoras (EF) 
establezcan instancias y procedimientos que 
posibiliten la intervención activa de la ciu-
dadanía en el proceso auditor, así como que 
proporcionen a los ciudadanos y las ciudada-
nas la información y el conjunto de conoci-
mientos esenciales, para que puedan ejercer 
desde sus comunidades el control ciudadano a 
la ejecución de las actividades, obras o labores 
públicas.

Finalmente, se considera de vital im-
portancia que la labor de control fiscal externo 
—en su complejidad y uso de sus diferentes 
procedimientos y técnicas para vigilar las ope-
raciones de la administración pública— se 
complemente con el control ciudadano en ejer-
cicio de su responsabilidad social, como medio 
para asegurar la correcta ejecución de las polí-
ticas públicas, consolidar la transparencia de la 
gestión pública y garantizar la observancia de 
los Derechos Humanos. 
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